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La decisión no es fácil, pero amerita una 
enorme y profunda reflexión antes de to-
marla. El Gobierno y la Central Obrera 

Boliviana (COB) están ante el enorme desa-
fío de optar por el incremento de salarios, con 
el riesgo de que solo beneficie a un porcentaje 
menor de trabajadores respecto del pasado, o 
más bien tomar medidas que le garanticen el 
empleo a la gente.

Durante todos los años del gobierno del pre-
sidente Evo Morales los trabajadores nunca 
dejaron de percibir incrementos salariales con 
un porcentaje mayor a la tasa de inflación. El 
Proceso de Cambio le otorgaba, de esta mane-
ra, a los trabajadores lo que el neoliberalismo 
se los había negado pues, salvo contadas ve-
ces, el aumento de salarios estuvo congelado.

Pero la situación de la economía nacional 
ha cambiado producto de la combinación de 
dos factores que presentan el panorama de-
licado. Primero, la aparición de la pandemia 
en el mundo, cuyos efectos económicos son 
devastadores, principalmente para los países 
de la periferia capitalista que, a diferencia 
de Europa y los Estados Unidos, no cuentan 
con ningún fondo para la recuperación de sus 
economías, ya maltrechas por los desiguales 
términos de intercambio. Segundo, las malas 
medidas tomadas en el gobierno de facto, que 

buscaban un retorno al neoliberalismo, han 
disminuido los ingresos para el Estado y lleva-
do a los empresarios, de todos los tamaños, al 
borde del cierre.

Como muestra la vida diaria, no todo es blanco 
o negro, y es altamente probable que el gobier-
no progresista de Luis Arce apruebe un incre-
mento salarial para los trabajadores que en el 
fondo es una reapropiación de un porcentaje 
del plusvalor que obtienen los capitalistas. El 
tema es, sin embargo, de gran responsabilidad, 
pues un porcentaje equivocado perjudicará el 
objetivo de marchar hacia la recuperación de la 
economía; provocará daños, quizá irreparables, 
en las unidades de producción, incluso estata-
les; incidirá en el tema del empleo, con el retiro 
de miles de personas; y además podría abrir un 
camino a la desestabilización.

El papel de la COB va más allá del salario. 
No toda lucha por el salario es progresista ni 
mucho menos revolucionaria. Todo depende 
de la realidad concreta. Hay que retomar las 
experiencias de esa organización matriz de los 
trabajadores que, a partir de un alto grado de 
conciencia de sus dirigentes y afiliados, asumió 
en el pasado un papel de primer orden para 
cuidar la economía nacional ante gobiernos 
que no representaban sus intereses. Lo hizo en 
los primeros años de la Revolución Nacional de 

1952 y luego ante el gobierno de la reformista 
Unidad Democrática y Popular (UDP), aun-
que también ante esta última cometió errores 
que allanaron el ingreso de los partidos del 
neoliberalismo. Se trataba de una COB que, 
dejando de lado las demandas reivindicativas, 
pasaba a sintetizar el interés nacional. Esa es la 
COB que necesitamos.

El Gobierno ha señalado que se requieren 
al menos dos años para que Bolivia retorne 
al ritmo de crecimiento sostenido que tuvo 
durante 14 años. Es más, ha sido el actual 
presidente, el conductor de un modelo econó-
mico exitoso, el que lo dijo antes de asumir 
la titularidad del Estado Plurinacional con 
la claridad y honestidad imprescindibles para 
momentos como los de ahora.

Los trabajadores tienen su gobierno y deben 
hoy priorizar la recuperación del Proceso de 
Cambio. Eso implica estar con luces largas 
y no cortas. Son la COB y los movimientos 
sociales quienes deben cuidar, ante todo, la 
estabilidad política y social del país, para 
evitar que la derecha, como ya ocurrió en la 
UDP, se monte sobre las demandas y movili-
zaciones populares con el fin de debilitar al 
gobierno del pueblo.

La Época

Salarios, empleo y
estabilidad política

Óscar Silva 
Flores *

GOBIERNO MORAL Y 
REPRESENTACIÓN POPULAR

el punto sobre la “i”

Las dictaduras militares fueron el escenario 
ideal para el nacimiento y crecimiento de 
organizaciones denominadas cívicas, las 

que, ante la ausencia de un sistema de repre-
sentación legal y constitucional, se arrogaron la 
representación ciudadana intentado constituir-
se en interlocutores de los regímenes de facto, 
fundamentalmente con demandas regionales no 
siempre adecuadamente atendidas por los go-
biernos centrales. En una democracia plena no 
hay por dónde justificar su existencia, no solo 
son ilegales sino antidemocráticas.

Loa comités cívicos son entes partidarios, unos con 
mayor influencia y recursos que otros, que alber-
gan a sectores que no han logrado representación 
en las instancias habilitadas constitucionalmente. 
La representación popular, surgida del voto ciuda-
dano emitido en las urnas en elecciones convoca-
das legalmente y llevadas adelante por organismos 
idóneos y llamados por ley para esa función, solo 
reconoce en las tres instancias de gobierno, nacio-
nal, departamental y municipal, a quienes son elegi-
dos bajo las reglas establecidas en la ley.

Cuando se encuentran en pleno y normal funcio-
namiento la Asamblea Legislativa Plurinacional 
(ALP), las asambleas departamentales y los conce-
jos municipales, no existe margen para otro tipo 

de instancias que se arroguen la representación 
ciudadana. El resto de agrupaciones, llámense 
como gusten, comités, fraternidades, comparsas, 
no son más que grupos pequeños reunidos tras 
determinados intereses u objetivos que afectan 
y/o benefician solo a quienes los integran.

Las normas bolivianas consideran legal la asocia-
ción con fines lícitos, pero siempre en el marco 
de las leyes. Si quieren hacer política, que es a 
lo que se dedican ahora los llamados comités cí-
vicos, deben convertirse en partidos políticos, y 
no ejercer esas funciones de facto. Deben reunir 
las formalidades y asumir las responsabilidades 
que implica el hacer política en el marco de la ley, 
y si vulneran las normas o incurren en la comi-
sión de delitos, también deben ser sancionados 
por el Estado.

Los llamados comités cívicos han servido en de-
mocracia nada más que de trampolines para sal-
tar a la arena política sus dirigentes. Basta revisar 
en los últimos 30 años la cantidad de dirigentes 
cívicos que han aparecido luego como candida-
tos, diputados, senadores, alcaldes o gobernado-
res, especialmente de partidos de derecha.

La moral es un concepto relativo y puede ser en-
tendido desde diversos ángulos, al igual que lo in-

moral. La esclavitud en la antigüedad, la servidum-
bre en la Edad Media, el patriarcado o la limitación 
de derechos de las mujeres, fueron consideradas 
conductas morales, no se cuestionaba su valor, no 
solo legal, sino que se llegó a asignarle un aire de 
voluntad divina. Bajo ese tipo de argumentos se 
sometió a los pueblos indígenas de América, por 
ejemplo, durante la invasión colonial. La moral ha 
sido siempre impuesta por quienes detentaron el 
poder, estar del lado de ellos era moral, así como 
estar en contra era inmoral.

Por tanto, es absurdo y está fuera de cualquier 
concepción racional la supuesta existencia de un 
gobierno moral, paralelo o distinto al legalmente 
establecido. No es más que otra forma de encu-
brir intenciones antidemocráticas, como las que 
pusieron de manifiesto en el golpe de Estado de 
noviembre de 2019 y la actual acción de encu-
brimiento de los responsables de aquel golpe. La 
corrupción y la prebenda son dos características 
muy recurrentes en el funcionamiento de estas 
organizaciones, algo que no tiene nada que ver 
con la mayoría de las bolivianas y los bolivianos 
que apostamos por la democracia y creemos fiel-
mente en sus instituciones.

*	 Periodista y abogado.
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Buendía 
Herdoíza *

DÍA INTERNACIONAL
DE LAS TRABAJADORAS DEL HOGAR

desde la mitad del mundo

El pasado 30 de marzo se 
conmemoró el Día Interna-
cional de las Trabajadoras 

del Hogar. En 1988, en el primer 
gran Congreso de Trabajadoras 
del Hogar, que tuvo lugar en Bo-
gotá, Colombia, se debatió la im-
portancia de visibilizar esta tarea 
que aporta de manera sustancial 
a la reproducción social.

La discriminación que sufren las 
personas que se dedican a este 
trabajo persiste en muchos de 
los países latinoamericanos, la 
falta de leyes que les amparan, el 
establecimiento de un pago digno por su labor y 
el derecho a una protección social por parte de 
los Estados son varios de los temas por resolver.

Es importante impulsar una reflexión conjun-
ta sobre las condiciones en que las trabajadoras 
ejercen su labor, sostenidas en relaciones de po-
der que históricamente componen al trabajo de 
cuidado, donde el ejercicio del mando-obediencia 
en este sector está muy cerca de la explotación.

En 2008, la Revolución cambió esta situación 
para miles de mujeres trabajadoras domésticas 
en Ecuador, al establecer salarios mínimos, obli-
gatoriedad de afiliación a la seguridad social y 

condiciones dignas para su trabajo. Respeto para 
quienes históricamente han sufrido tanto mal-
trato y violencia.

Es justamente este sector uno de los más afecta-
dos por la pandemia, uno de los más golpeados 
por la crisis económica pues, con las políticas 
antiderechos impulsadas por el gobierno nefas-
to de Lenín Moreno, los retrocesos sufridos las 
llevaron a décadas atrás.

Las trabajadoras remuneradas han sido despe-
didas sin derecho a liquidación ni prestaciones. 
Las principales preocupaciones son los despidos 
intempestivos, se las obliga a una “renuncia volun-

taria”, con el fin de evitar pagos 
de liquidaciones. Además, a las 
que aún trabajan no se les está 
cancelando los valores correspon-
dientes al pago del Seguro Social 
y laboran de 15 a 16 horas, mu-
chas de ellas en modalidad puer-
tas adentro. Preocupa que se vea 
como normal este tipo de explo-
tación, se callan por miedo a per-
der sus empleos. Hoy en Ecuador, 
según notas periodísticas, menos 
del 20% de las trabajadoras remu-
neradas del hogar conservan su 
puesto de trabajo, y el panorama 
se presenta muy desfavorable en 

un país sin planes de reactivación económica.

Las elecciones del 11 de abril son una oportuni-
dad para modificar estas condiciones. El proceso 
electoral es una esperanza para numerosas mu-
jeres de este sector de la economía. Votar por 
programas de gobierno que permitan salir de la 
crisis, enfocados en el bienestar de las grandes 
mayorías y que por tanto defiendan y garanticen 
los derechos de las trabajadas del hogar será la 
única alternativa. ¡Vamos a votar por el país! ¡Va-
mos a votar por Arauz!

*	 Miembro de la Asamblea Nacional del Ecuador.
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El desigual acceso a las vacunas antiCo-
vid-19, denunciado por el Secretario Ge-
neral de la Organización de las Naciones 

Unidas (ONU) y el director de la Organización 
Mundial de la Salud (OMS), se ha convertido en 
un triple problema –de salud, economía y segu-
ridad nacional– para las naciones del sur global 
y es una “bomba de tiempo” que amenaza con 
desencadenar estallidos sociales de distinta mag-
nitud que pondrían en riesgo, si eso sucede, la es-
tabilidad de la democracia y de varios gobiernos.

Y este cuadro de situación estaba más que pre-
visto. A diferencia de algunos filósofos, como 
Slavoj Žižek, que al comenzar la pandemia su 
fase de rápida expansión a fines de 2019 y prin-
cipios de 2020 aseguraban que el coronavirus iba 
a afectar a todos por igual y que incluso abriría 
la oportunidad de transitar hacia un “comunismo 
renovado”, la realidad histórico-concreta mues-
tra fehacientemente que la pandemia y ahora el 
acceso a las vacunas colocan a los pobres –sean 
países o personas– en una situación de absoluta 
vulnerabilidad. Lo que se aprecia, por el contra-
rio, y en la línea reflexionada por el surcoreano 
Byung-Chul Han, es un capitalismo que busca 
responder a los efectos de la crisis sanitaria con 
más pujanza, insensibilidad e inhumanidad.

La reacción mundial ante la pandemia es diversa 
desde el punto de vista geopolítico. Los países 
de la Unión Europea (UE) han terminado de po-
nerse de acuerdo para la creación de un fondo 
común, estimado en más de 200 mil millones de 
euros, con el ánimo de encarar los desafíos que 
presentan sus crisis sanitaria y económica. En 
Estados Unidos, demócratas y republicanos han 
concertado una cifra más o menos similar en dó-
lares. Entretanto, América Latina y el Caribe, ni 
qué decir el África y otros países muy pobres de 
Asia, exponen elevados grados de vulnerabilidad, 
en medio de organismos supranacionales, como 
la Organización de Estados Americanos (OEA) 
–en el caso del continente americano–, que tra-
ducen absoluta inutilidad a la hora de enfrentar 
de manera conjunta los efectos de la pandemia 
en todos los campos.

La dependencia estructural de América Latina y 
el Caribe, Asia y África, respecto del capitalismo 
central, se ha ampliado al campo de las vacu-
nas. Salvo Cuba, que igualmente en este campo 
saca la cabeza por las naciones del sur al estar 
desarrollando cuatro candidatos vacunales anti-
Covid-19 (Soberana 01, Soberana 02, Abdala y 
Mambisa) en medio de un endurecimiento del 
bloqueo desde la era Trump, que no ha cambia-
do todavía con Biden en la Casa Blanca, el resto 
de los países no tienen otra opción que esperar 
la voluntad de las naciones del norte para ac-
ceder a las vacunas. La perspectiva no es nada 
alentadora, y dependerá de los gobiernos dejarse 
chantajear por los factores internos y externos 
de poder para acceder a las vacunas cubanas 
cuando ya estén disponibles.

Y Bolivia, que desde 2006 ha dejado de tener la 
voz embargada, salvo el año del gobierno de facto 
(noviembre 2019-2020) en el que Estados Unidos 
y la UE volvieron a subordinarla, acaba de plantear 
una cruzada regional para demandar el derecho de 
las naciones del sur a las vacunas. El carácter actual 
de la geopolítica de las vacunas, marcado por una 
gran desigualdad, ha sido denunciado esta vez por 
el presidente Luis Arce, quien en la línea de varias 
instituciones internacionales ha sostenido: “Tam-
bién nosotros tenemos derecho a vivir, como lo 
tiene la población de los países ricos”.

En realidad, las señales de que las relaciones cen-
tro-periféricas se expresan también en el acceso 
a las vacunas no son novedosas. El 12 de febrero 
de 2021, el director de la OMS, Tedros Adhanom 
Ghebreyesus, calificó de “grotesca” la forma de 
distribución de las vacunas y denunció que “cada 
día que pasa la inequidad para el acceso a las va-
cunas contra el Covid-19 es cada vez más no-
toria” y reprochó que “los países desarrollados, 
que han acaparado la mayor parte de los antí-
dotos, hacen poco por revertir la situación”. No 
menos fuerte ha sido el secretario General de la 
ONU, António Guterres, quien denunció en fe-
brero pasado ante el Consejo de Seguridad del 
organismo que solo diez países en el mundo han 
concentrado el 75% de las vacunas antiCovid-19 

y que “más de 130 países no han recibido una 
sola dosis”. Es más, la propia OMS ha denuncia-
do este 8 de abril que África está al margen de la 
campaña de vacunación.

Y es que garantizar la vacuna no depende del 
dinero o de la participación de los empresarios, 
como con cierto despiste o buena intención ha 
sostenido el diputado opositor Rodrigo Paz Pe-
reira. El gobierno de Arce, a pesar de las recu-
rrentes críticas de medios de comunicación co-
nocidos por su oposición al progresismo, no ha 
dejado de actuar sobre el problema y remontó, 
hay que decirlo, cierto lento caminar en noviem-
bre de 2019, atribuible a la situación de calami-
dad en la que encontró el Estado de manos del 
gobierno de facto y a la inexperiencia en gestión 
pública del anterior titular de Salud, un profesio-
nal de reconocido prestigio en el área.

Cuando el actual ministro de Salud, Jeyson Auza, 
expresaba que al parecer “los dólares bolivia-
nos” no tienen el mismo valor que los de otros 
países en el mundo, se estaba refiriendo a dos 
elementos cruciales que no pueden escapar de 
cualquier análisis: a las relaciones internacionales 
de fuerza y a la ubicación de cada país, en este 
caso de Bolivia, dentro del tablero geopolítico 
de dominación imperial. De hecho, nuestro país, 
después de un año del fallido intento de restau-
rar el neoliberalismo, está obligado a transitar 
de la conquista de la estabilidad al crecimiento 
con justicia social. Las medidas adoptadas por 
el gobierno de Arce-Choquehuanca han parado 
la tendencia a la caída y este país, enclavado en 
el corazón de la Región, nuevamente empezaría, 
a partir de este año, a colocar su nombre entre 
los de mayor crecimiento en Sudamérica, según 
han estimado el Fondo Monetario Internacional 
(FMI), con un 5,5%, y el Banco Mundial (BM), 
con un 4,7%, dos indicadores situados por enci-
ma de la previsión del gobierno de Arce (4,4%).

Por lo tanto, la economía no es para Arce el mayor 
dolor de cabeza. Los desafíos se concentran más 

SALUD, ECONOMÍA Y           
SEGURIDAD NACIONAL EN LA
GEOPOLÍTICA DE LAS VACUNAS 
ANTICOVID-19

Continúa en la página 6
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bien en el campo de la salud y la política, en una 
coyuntura internacional en la que la perspectiva 
de una pronta desaceleración de la pandemia y 
sus efectos están lejos de suceder. Si bien otras 
pandemias como la “peste negra” se han llevado 
la vida de más 200 millones de personas en Eura-
sia en el siglo XIV, esta es la primera vez que una 
pandemia, en todas sus variantes, ha adquirido, 
a tono con el carácter universal del capitalismo, 
una irrefrenable naturaleza planetaria.

El gobierno de Bolivia ha gestionado la compra 
de 15 millones de vacunas (5,2 millones de la 
Sputnik V, cinco millones de AstraZeneca y 5,1 
millones a través del mecanismo Covax). Las ne-
gociaciones se hicieron desde diciembre, pero 
aparte de la naturaleza geopolítica de acceso a 
las vacunas, que ya es adversa para el sur global, 
el Estado Plurinacional perdió valiosos meses en 
la segunda mitad de 2020 con un gobierno de 
facto que concentró su atención en la represión 
organizada del pueblo, con el fallido objetivo de 
evitar las elecciones generales, e incurrió en los 
reconocidos casos de corrupción en la compra 
de respiradores para las salas UTI. Es una batalla 
contra el tiempo.

Los problemas de Arce radican en el incumpli-
miento de las empresas farmacéuticas debido a 
que, salvo los 10 países del capitalismo central 
que acaparan las vacunas disponibles, el resto de 
las naciones deben entrar a pugnar, sin reglas de 
ninguna clase, por las sobras que quedan den-
tro de un mercado salvaje en el que la política 
y la economía andan de la mano. “Las vacunas 
comprometidas por las empresas no llegan a Bo-
livia y a otros países, ya que se da prioridad a las 
llamadas grandes potencias”, aseveró el jefe de 

Estado. No es la falta de dinero, sino la geopolí-
tica la que explica la demora en la llegada de las 
vacunas o en el uso inmediato de la cantidad de 
dosis que están en el país.

Pero eso no es todo. Hay que sumar a este cua-
dro adverso dos factores adicionales: primero, 
el papel de los organismos departamentales 
(SEDES), que no han cumplido con las metas 
asignadas, especialmente en aquellos lugares 
donde el Movimiento Al Socialismo (MAS) no 
es gobierno subnacional, para la vacunación de 
las personas de la tercera edad. De cerca de un 
millón de dosis entregadas a los nueve gobiernos 
subnacionales, solo un 34% han sido utilizadas 
hasta ahora. Segundo, la obsecuencia de las or-
ganizaciones de trabajadores de salud contra el 
gobierno progresista no ha variado respecto de 
la que tuvieron contra el expresidente Evo Mo-
rales. La dirigencia de este sector, en algunos 
casos fuertemente vinculada a partidos tradicio-
nales de derecha y en otros ensayando ingresar 
a la escena política por la vía de la conformación 
de nuevos partidos anti-izquierda, no ha cedido 
un milímetro en desarrollar medidas de presión, 
como huelgas y bloqueos de calles en unas cuan-
tas ciudades, con el pretexto de oponerse a una 
Ley de Emergencia Sanitaria promulgada por 
Arce en febrero pasado.

Desde el punto de vista político, a pesar del falli-
do plan de convulsionar el país el mes pasado, de 
parte de los mismos actores que hicieron posible 
el golpe de Estado de 2019, sería una ingenui-
dad pensar que la derecha, sobre todo radical, 
no tenga en sus planes llevar a cabo una estra-
tegia de desestabilización del gobierno de Arce 
una vez que ciertas autoridades electas asuman 

la conducción de gobiernos subnacionales –go-
bernaciones y alcaldías– en mayo próximo. No 
cabe duda que la forma de distribución de los 
recursos, la bandera de los Derechos Humanos y 
la pandemia serán los tres ejes estratégicos para 
socavar la estabilidad política institucional.

En medio de ese cuadro nacional, regional y 
mundial es que la iniciativa del Gobierno cobra 
sentido. La cruzada anunciada por Arce es, por 
tanto, necesaria para Bolivia y América Latina y 
el Caribe. El campo institucional que se presen-
ta como adecuado es la Comunidad de Estados 
Latinoamericanos y Caribeños (Celac), pues re-
presenta un espacio en el cual es posible lograr 
una articulación de gobiernos progresistas y de 
izquierda, de derecha y centroderecha.

HUGO MOLDIZ MERCADO
Periodista y escritor.

“No cabe duda que la forma de 
distribución de los recursos, 
la bandera de los Derechos 

Humanos y la pandemia
serán los tres 

ejes estratégicos 
para socavar la 

estabilidad política 
institucional”
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LA LUCHA CONTRA LA POBREZA ES LA
LUCHA POR LA 
IGUALDAD SOCIAL
El incremento sustancial de ingresos que 

tuvo Bolivia en los años en que gobernó 
Evo Morales se debió a la nacionalización 

de los hidrocarburos y a la recuperación de las 
empresas bolivianas más importantes, junto al 
clima favorable que brindó el mercado interna-
cional de commodities. Situación que no es ne-
cesariamente vinculante a la implementación de 
una mejor y más justa distribución del ingreso 
económico, en tanto que esta se debió a la deci-
sión y voluntad política del Gobierno de enton-
ces y a la fidelidad del mismo con sus postulados 
de justicia social.

El índice de Gini establece la mayor o menor 
distribución del ingreso en la población de un 
país, además es una referencia significativa para 
medir los grados de desigualdad económico-so-
cial. Cuanto más alto es el índice la distribución 
del ingreso es menor y, del mismo modo, cuanto 
más bajo es el índice la distribución del ingreso 
es mayor; por lo tanto, es más equitativa.

El siguiente cuadro presenta los niveles del índi-
ce de esa distribución del ingreso en Bolivia en 
algunos años de referencia en las últimas tres 
décadas (los años seleccionados son los que 
muestran mayor variación en el índice de Gini, lo 
que permite hacer una comparación entre antes 
y durante los gobiernos de Evo Morales):

	 Año	 Valor

	 1997	 58,20
	 2000	 61,60
	 2005	 58,50
	 2007	 54,50
	 2011	 46,10
	 2017	 44,00

Cuadro 1

Fuente:	 Banco Mundial (BM).

	 Año	 Bs.	 $ Dólares

	 1997	 240	 47
	 2000	 355	 57
	 2005	 440	 55
	 2007	 525	 67
	 2011	 815	 110
	 2017	 2000	 289
	 2019	 2122	 307

Cuadro 2

Fuente:	 Instituto Nacional de Estadísticas (INE).

Fuente:	 Banco Central de Bolivia (BCB).

	 Año	 Valor dólar

	 1997	 5,10
	 2000	 6,20
	 2005	 8,05
	 2007	 7,80
	 2011	 6,98
	 2017	 6,92
	 2018	 6,92

Cuadro 3

	 Año	 PIB

	 2000	 2,5%
	 2001	 1,7%
	 2005	 4,4%
	 2008	 6,1%
	 2013	 6,8%
	 2017	 4,2%

Cuadro 4

Fuente:	 Instituto Nacional de           
Estadísticas (INE).

Se observa claramente que desde 1997 a 2005 
hay una mayor concentración del ingreso en 
los sectores acomodados de la población. En 
2007, año en que el Movimiento Al Socialismo 
(MAS) ya está en funciones de gobierno, el ín-
dice de desigualdad comienza a bajar, es decir, 
se advierte una distribución más equitativa del 
ingreso, proceso que se consolida en los años 
posteriores.

En 2017 se tiene un índice de Gini de 44,00, 
lo que evidencia que la distribución del ingreso 
es más igualitaria que en el pasado, lo que be-
neficia a los sectores más empobrecidos de la 
sociedad boliviana.

Para complementar esta información se presen-
ta el siguiente cuadro, que expone la evolución 
positiva del salario mínimo.

El cuadro que se presenta a continua-
ción muestra la inestabilidad de 

la moneda boliviana frente al 
dólar antes de que gobierne 
el MAS; asimismo, se obser-
va una notoria estabilidad a 
partir de 2007:

De la misma manera, las variaciones del Produc-
to Interno Bruto (PIB) antes y después de los 
gobiernos del MAS tienen los siguientes indica-
dores presentados en el cuadro:

Todo lo indicado se complementa y expresa 
en el comportamiento de los niveles de pobre-
za y extrema pobreza en el país. El índice de 
pobreza en 1999 es de 63,5% y en 2018 es de 
34,6%, según datos del INE. Esta información 
indica que la pobreza se fue reduciendo noto-
riamente desde 2006 hasta el 2018, llegando 
a una cifra que es casi la mitad de la anterior 
a 2006.

Por su parte, la extrema pobreza es en 1999 de 
40,7% y en 2018 es de 15,2%, según datos del 
INE. Lo que muestra un proceso en el que la ex-
trema pobreza se redujo casi a la tercera parte 
de la que existía anteriormente a 2006. Con base 
en estas cifras es visible cuán evidente fue la re-
ducción de la pobreza y de la extrema pobreza 
durante los gobiernos del MAS, en el transcurso 
de 2006 a 2018.

Esta información demuestra el desempeño 
de los gobiernos del MAS en su lucha contra 
la pobreza y confirma la convicción de que 
para un gobierno de izquierda la tarea más 
importante es sacar de la pobreza a la pobla-
ción afectada. Este es el rol que cumplió Evo 
Morales y su ministro de Economía, Luis Arce, 

hoy presidente de Bolivia, quien con 
la misma porfía que su antecesor 

trabaja por un país más justo, 
más igualitario y más soberano.

VIRGINIA GONZALES 
SALGUERO
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Una de las medidas que el gobierno del 
presidente Luis Arce tomó para evitar 
una mayor caída de la economía, enfren-

tar los efectos de la pandemia y sentar las ba-
ses de la reactivación de la economía ha sido la 
creación del Impuesto a las Grandes Fortunas 
(IGF). El resultado ha sobrepasado las expecta-
tivas ya que de estimar que se iban a obtener 
inicialmente unos 100 millones de bolivianos, al 
6 de abril se han conseguido más de 200 millo-
nes de bolivianos.

El presidente de Impuestos Internos, Mario Ca-
zón, sostiene que de los 194 contribuyentes re-
gistrados hasta el pasado 6 de abril, 149 (77%) 
realizaron la declaración y pago del impuesto 
correspondiente a las personas naturales resi-
dentes en el país, y resalta que el cobro del IGF 
ha alejado los temores de otros sectores de la 
población de tener que pagar dicho impuesto.

La Época (LE).- El 28 de diciembre de 2020 
se aprobó la Ley 1357, que determina el IGF, 
¿cuál es el objetivo de esta medida?
Mario Cazón (MC).- Esta medida tiene los si-

guientes objetivos principales: por un lado, 
fortalecer la redistribución del ingreso y re-
activar el mercado interno en el país; y por 

otro, hacer que nuestro sistema tributario 
sea más progresivo ya que el impuesto lo pa-
ga un reducido segmento de la población 
que concentra el mayor valor de bienes y ac-
tivos financieros en Bolivia.

		  Esta norma es parte de un conjunto de 
acciones que, junto al Régimen de Reinte-
gro del IVA, tienen el objeto de reactivar 
la economía, que fue afectada por la pan-
demia y las políticas improvisadas del go-
bierno de facto, y permitirán consolidar 
el Modelo Económico Social Comunitario 
Productivo (Mescp).

LE.- ¿Los resultados en cuanto a la aplicación 
de las medidas están acordes a la expectativa? 
¿Cuál es el monto recaudado hasta el momen-
to? ¿Cuál es el impacto de esta recaudación en 
los ingresos tributarios del país?
MC.- Hasta el pasado 6 de abril se han recauda-

do Bs 206 millones 832 mil 939. Consideran-
do que la meta se ha establecido en Bs 100 
millones, podemos señalar que la aplicación 
de esta medida ha estado acorde e incluso ha 
superado el doble de las expectativas.

LE.- La identificación del universo imponible, 
¿ha implicado algunas dificultades al Sistema 

de Impuestos Internos (SIN)? ¿Quiénes están 
exceptuados de pagar el IGF?
MC.- La identificación de los sujetos pasivos 

del IGF se ha realizado con base a informa-
ción obtenida en el marco de las competen-
cias atribuidas por Ley a la Administración 
Tributaria, misma que prevé el resguardo de 
la confidencialidad de la información que se 
dispone para la aplicación del impuesto.

		  No están alcanzadas por el impuesto las em-
presas unipersonales, empresas públicas, socie-
dades comerciales, sociedades cooperativas, 
sociedades anónimas mixtas y toda otra per-
sona jurídica, además de las personas naturales 
con patrimonio menor a los Bs 30 millones.

LE.- La alícuota aplicada es progresiva a medida 
que las fortunas son más altas, ¿puede comen-
tarnos respecto a la cantidad de sujetos pasivos 
que tributaron según esta estratificación y los 
montos de recaudación en cada caso?
MC.- De los 194 contribuyentes registrados has-

ta el pasado 6 de abril, 149 (77%) realizaron la 
declaración y pago del impuesto correspon-
diente a las personas naturales residentes en 
el país, mismo que se distribuye de la siguien-
te manera en los tres estratos establecidos 
para el efecto:

GOBIERNO RECAUDA EL DOBLE DE LO PREVISTO
CON IMPUESTO A LAS GRANDES 
FORTUNAS
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•	 El 60% de los contribuyentes declaró una 
fortuna mayor a Bs 50 millones y su pago re-
presentó el 89,7% de la recaudación del im-
puesto;

•	 El 21% de los contribuyentes declaró una 
fortuna del primer estrato y su pago repre-
sentó 4,5% de la recaudación del impuesto;

•	 El 18% de los contribuyentes declaró una for-
tuna del segundo estrato y su pago represen-
tó el 5,8% de la recaudación del impuesto.

LE.- Comparativamente con otros países en los 
que se han aplicado impuestos parecidos, ¿cuá-
les con las principales similitudes y diferencias?
MC.- Las principales similitudes respecto a la apli-

cación de este tipo de impuesto están en re-
lación al concepto de base imponible, que en 
general está constituida por el valor de dere-
chos y/o bienes como muebles, inmuebles, 
activos financieros, entre otros; asimismo, a la 
aplicación de una escala progresiva de alícuo-
tas a partir de un monto imponible, que en el 
caso de Bolivia excede a los Bs 30 millones.

		  En cuanto a las diferencias, las principa-
les devienen de la vigencia del impuesto (de 
aplicación única o recurrente), la valuación 
de los bienes, deducciones y exenciones que 
se apliquen para su cálculo. Hay que recordar 
que la aplicación de los impuestos responde 
a la política económica de cada país, por ello 
si bien se pueden identificar similitudes y di-
ferencias generales, su aplicación específica 
responde al contexto interno y externo en 
que estos se desenvuelven.

LE.- Un aspecto importante en este impuesto 
es el alcance a la propiedad o fortuna de los 
aportantes al lGF en el exterior. Este aspecto 
implica fortalecer los mecanismos de control 
a la salida de capital a otros países y la posibi-
lidad de colaboración del sistema financiero y 
tributario a nivel internacional. ¿Se ha identifi-
cado estos casos? ¿Cuáles han sido los medios 
utilizados? ¿Qué porcentaje de la propiedad 
declarada por los aportantes de encuentra en 
el exterior?
MC.- El SIN realiza el control del cumplimien-

to de las obligaciones tributarias desde una 
perspectiva de riesgo y ello implica un proce-
so sistemático que, para el caso del IGF, em-
pieza con el registro de los contribuyentes 
sujetos al impuesto, continúa con el control 
de la declaración y pago del impuesto en los 
plazos establecidos, para finalmente verificar 
que lo que estos contribuyentes hayan de-
clarado y pagado sea veraz y exacto.

		  Debido a que el plazo para la declaración 
de los no residentes fenece el 30 de abril de 
este año, nos encontramos todavía en la se-
gunda etapa de control, que consiste en la de 
presentación y pago en plazo del impuesto.

LE.- El resultado más plausible de este impues-
to es su contribución a la reducción de la des-
igualdad en Bolivia, ¿cuál es el impacto espera-
do en este aspecto?
MC.- Con los ingresos del IGF lo que se logra es 

una mayor disponibilidad de recursos para el 
Estado, lo que le permitirá atender necesida-
des relacionadas a la salud, educación e inver-
sión, además de hacer que nuestro sistema 
tributario sea más progresivo, es decir, donde 
los que tienen más aporten más al Estado; de 
esta manera, se espera que su impacto en la 
economía se traduzca en la reactivación eco-
nómica y en el retorno a la senda del creci-
miento económico del país.

LA ÉPOCA
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En la mayoría de los gobiernos latinoame-
ricanos, así como en la mente de los eco-
nomistas convencionales, predomina la 

posición que los déficits fiscales son insoste-
nibles, que son irresponsables, porque presio-
nan al alza a la tasa de interés y sobreprecios 
e incrementan la deuda pública, lo que implica 
una carga a las presentes y futuras generacio-
nes, por lo que no contribuyen al crecimiento 
económico.

Sin embargo, los países desarrollados están 
trabajando con déficit fiscales hasta más del 
20% del Producto Interno Bruto (PIB) y ello 
no está aumentando la tasa de interés, ni la in-
flación. Predominan tasas de interés cercanas 
a cero o negativas, como en Japón y Alemania. 
Ello les está permitiendo reducir el desempleo 
y frenar la crisis. Lo mismo puede acontecer 
en nuestros países. Los economistas conven-
cionales señalan que, de bajar la tasa de inte-
rés, habría salida de capitales y, sin embargo, a 
pesar de que varios países han bajado sustan-
cialmente su tasa de interés, el capital no está 
saliendo. La tasa de interés de referencia en 
Perú es 0,25%, en Chile es 0,5%, en Colombia 
es 1,75%, en Brasil 2,75% y en Bolivia 2,92%. La 
baja tasa de interés tiene que ir acompañada 
de mayor gasto público para incrementar em-
pleo y demanda y así la actividad económica, 
para que esta crezca más que la tasa de interés 
de la deuda, para poder cubrir su pago y redu-
cir el déficit fiscal y la deuda pública. Así se 
evitará incrementar la carga del servicio de la 
deuda para las presentes y futuras generacio-
nes, que es la preocupación de los economis-
tas convencionales.

El mayor gasto público en el contexto actual, 
no será inflacionario, debido a los altos niveles 
de desempleo y capacidad ociosa existentes, 
que permitirían incrementar la producción 
para satisfacer la mayor demanda, sin ocasio-
nar presiones, sobreprecios, sobre el sector 
externo y el tipo de cambio.

Si algunos países enfrentan presiones sobre el 
tipo de cambio, no deben proceder a subir la 
tasa de interés para frenar salida de capitales 
y evitar la devaluación de sus monedas. Deben 
regular los movimientos de capitales para evitar 
prácticas especulativas que desquician la eco-
nomía. En propio Fondo Monetario Internacio-
nal (FMI) ha recomendado que, en contextos 
de crisis e incertidumbre, los países deben regu-
lar el movimiento de capitales para evitar prác-
ticas especulativas. Asimismo, al impulsar el 
crecimiento del mercado interno con el mayor 
gasto público, se configurarán condiciones de 
rentabilidad en el sector productivo, para que 
el capital invierta ahí y no salga del país.

Es mejor que los países trabajen con tipo de 
cambio flexible, pues ello mejora la compe-
titividad y permite trabajar con baja tasa de 
interés y más gasto público a favor del empleo 
y el crecimiento.

Ciertos gobiernos están tratando de limitar el 
crecimiento de su deuda, y de poner límites 
de relación de endeudamiento respecto al PIB, 
por lo que están recortando sus gastos para 
reducir el déficit fiscal. Ello les está impidien-
do encarar la pandemia, como reducir el des-
empleo y la miseria, y retomar el crecimien-
to económico. La política fiscal no debe ser 
evaluada respecto al déficit fiscal o la relación 
de endeudamiento, sino en función de su im-
pacto sobre la actividad económica. Hay que 
considerar que la deuda en sí no es mala, si se 
canaliza a generar empleo, a fortalecer la es-
fera productiva, lo que permitiría aumentar el 
ingreso nacional y así la recaudación tributa-
ria, que reduciría la deuda. Lo que los gobier-
nos deben hacer es emitir deuda interna a baja 
tasa de interés, y al crecer la recaudación más 
que la tasa de interés, la deuda y la relación de 
deuda respecto al PIB se reducirá. Además, la 
deuda interna se refinancia permanentemente 
y el banco central la puede adquirir. Los go-
biernos no deben endeudarse en dólares, pues 
no los emitimos, y no generamos condiciones 
de pago, debido a que nuestras economías se 
caracterizan por tener déficit de comercio ex-
terior en contexto de crecimiento económico.

En el contexto de caída de exportaciones, 
como del consumo e inversión privada y de 
altos niveles de endeudamiento de empresas 
e individuos, no se justifica los recortes pre-
supuestales del gobierno para evitar caer en 
déficit fiscal y mayor deuda pública. Por el 
contrario, los gobiernos deben incrementar el 
gasto en la magnitud suficiente para frenar la 
pandemia, ampliar empleo y reactivar la eco-
nomía.

De no incrementarse el gasto público deficita-
rio, proseguirá el desempleo, la falta de aten-
ción médica para frenar la pandemia, lo que 
conllevará a que la crisis económica y social se 
prolongue y aumente el distancia-
miento entre los países ricos y 
nosotros. Mientras ellos instru-
mentan políticas para adquirir 
vacunas para su población y 
salir de la crisis, en América 
Latina predominan los enfo-
ques de austeridad fiscal y 
no crecimiento de la deuda 
pública, para ser bien vistos 
por las calificadoras interna-
cionales y el capital financie-
ro, a costa de que prosiga la 
pandemia y nos perpe-
tuemos en el subdesa-
rrollo. Se acentuará el 
crecimiento diferencial 
entre los países desarro-
llados y exitosos, respecto 
a América Latina, y seremos 
más frágiles y vulnerables.

Los gobiernos deben mo-
dificar las leyes para que el 

banco central compre deuda directa del go-
bierno a baja tasa de interés, para que este 
gaste lo necesario para encarar los problemas 
de pandemia, desempleo, subempleo, pobre-
za, desigualdad del ingreso y estancamiento 
que enfrentan.

Las autoridades monetarias y hacendarias de-
ben dejar de tener como objetivo la estabili-
dad del tipo de cambio, como la austeridad 
fiscal y la reducción de la deuda pública, para 
poder flexibilizar la política monetaria cambia-
ria y fiscal a favor del combate a la pandemia, 
como del empleo y el crecimiento económico.

La deuda pública se paga por si sola al impul-
sar el crecimiento económico y el ingreso de 
empresas e individuos, lo que se traducirá en 
menor deuda privada y en mayor recaudación 
tributaria que reduce el déficit fiscal y el mon-
to de la deuda pública.

ARTURO HUERTA GONZÁLEZ
Profesor de la Facultad de Economía de la Universidad 

Nacional Autónoma de México (UNAM).

HAY QUE ROMPER CON LA 
ORTODOXIA NEOLIBERAL
PARA SALIR DE LA CRISIS
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Cuando todavía persiste la incertidum-
bre sanitaria y económica, se empieza 
a mensurar el rebote de la economía 

mundial, lejos de recobrar la tendencia, pobre, 
por cierto, previa a marzo del 2020. Una de las 
incógnitas es para cuándo podrá recuperarse 
esa perspectiva de crecimiento en el capitalis-
mo global. Todo indica que involucrará todo 
un lustro desde la emergencia de la pandemia 
y el cierre planificado de las economías nacio-
nales y la circulación mundial del producto. 
El horizonte apunta hacia el 2024/25. Esa es 
la razón, pese al rebote económico “diverso”, 
como sostiene el Fondo Monetario Interna-
cional (FMI), por la que muchos organismos 
internacionales y economistas en posiciones 
estatales estén preocupados por sostener el 
financiamiento público de la recuperación.

Remito al FMI, entre 
otros, que promueve 
no desatender la in-
tervención fiscal para 
contener impactos re-
gresivos y, por supues-
to, cualquier esbozo 
de conflictividad so-
cial. Como no somos 
inocentes, aclaramos 
que estas considera-
ciones de los organis-
mos internacionales 
son convergentes con 
las preocupaciones 
tradicionales apun-
tadas al ajuste y a las 
reformas estructurales 
que favorezcan la tasa 
de ganancia. Al tiempo 

que se atiende el gasto social en la coyuntura, 
avanzar en reformas de fondo, caso de los re-
gímenes laborales y previsionales. Se trata de 
flexibilizar, y si se puede, derechos sociales, sin-
dicales, laborales, históricamente conquistados, 
revertiendo la situación derivada del momento 
definido por el “Estado benefactor”.

Es el caso también de Yanet Yellen, la Secretaría 
del Tesoro de Estados Unidos, que lleva en estas 
horas a la reunión conjunta del FMI y del Banco 
Mundial (BM), como al G20, la propuesta de una 
iniciativa global para grabar a las corporaciones 
transnacionales. El hecho es la reducción tribu-
taria impulsada por la administración Trump, 
bajando la imposición a las ganancias corpora-
tivas del 35% al 21%. La gestión Biden pretende 
recuperar posiciones y establecer una tasa del 
28%. Ante la amenaza de retiro de esas empre-
sas y la búsqueda de territorios favorables a la 
no imposición (paraísos fiscales, entre otros), se 
pretende generalizar la iniciativa al mundo. Lee-
mos en la prensa los dichos de Yellen 1: “ ‘Toda-
vía es demasiado pronto para hablar de victoria’, 
por lo que los países tienen que continuar con 
‘el fuerte esfuerzo fiscal y evitar retirar el apoyo 
demasiado pronto para promover una recupera-
ción sólida’ y ayudar a evitar la aparición de des-
equilibrios globales”.

Viene de lejos la tendencia a imposiciones 
regresivas para mejorar la perspectiva de los 
inversores de capital. Hace años que se dis-
cute en el sistema mundial la reversión de esa 
lógica tributaria favorable a los capitales más 
concentrados, que son los que más ganancias 
acumulan. Es posible ver el fenómeno actual 
en las empresas tecnológicas, caso de la ex-
pansión del comercio electrónico mediado 
por las restricciones en tiempos de pandemia. 
Con motivo de la innovación se promovie-
ron oportunamente reducciones impositivas 
para beneficiar esos desarrollos empresarios 
que evolucionaron a grandes conglomerados 
transnacionales. Esos favores impositivos 

debieran revertirse o suspenderse para la 
contribución a la emergencia, es-

pecialmente ante la dimensión 
de la valorización y ganancias de 
esas empresas, por un lado, y la 
recurrencia de nuevos brotes de 

contagios y muertes por un 
virus que es por ahora no 
controlable. Son gigantes-
cas las ganancias de las em-

presas que operan la virtua-
lidad en el contexto 2020/21.

Claro que Estados Unidos tie-
ne sus propias razones para 
elevar impuestos, como sos-
tiene Yellen. Podemos ver de-
trás la necesaria financiación 
de un proyecto de renovación 
de infraestructura de unos 

dos billones de dólares. El 
tema se discute en el par-
lamento estadounidense, 

al tiempo que un profesional como Paul Krug-
man discute, desde su columna regular en el 
New York Times, la ampliación de la categoría 
“infraestructura”, como algo mucho más allá de 
“puentes y caminos”. La propuesta del Nobel de 
Economía 2008 apunta en el mismo sentido de 
la Secretaría del Tesoro: apoyar monetariamen-
te todo lo que sea necesario a los efectos de no 
cometer los errores del 2008, que restringió el 
salvataje solo al gran capital concentrado y, en 
general, asociado al mundo de las finanzas. Hoy 
la preocupación es por sostener el complejo 
entramado productivo que involucra a peque-
ñas empresas y a millones de personas afecta-
das por la emergencia.

Se trata de salvar al capitalismo. Incluso, si 
leemos atentamente las proyecciones de la 
Reserva Federal (FED) sobre la economía esta-
dounidense, observamos el rebote 2021, pero 
también la tendencia a la ralentización en los 
años siguientes. Dice la FED que el crecimien-
to previsto para el 2021 es del 6,5%, pero la 
previsión para el 2022 llega al 3,3% y más aún 
en 2023, con un pronóstico del 2,2% 2. No está 
asegurada la perspectiva de superación de la 
fuerte caída de 2020, que arrastraba ya una 
lenta recuperación de la crisis del 2007/09. 
Por eso, la política económica de Estados Uni-
dos, según la fuente mencionada, sustenta en 
la coyuntura un salvataje generalizado para 
defender la posición relativa en la economía 
mundial y un repunte con objetivo de retomar 
un desempleo del 3,5% para el 2023, en un 
marco inflacionario del 2%. Por eso necesitan 
que las corporaciones tributen y contribuyan 
a sostener la gallina de los huevos de oro. Es 
que, si las corporaciones trasnacionales no tri-
butan, solo queda afectar los ingresos popula-
res, alicaídos por la situación de emergencia, 
y eso puede crear conflictividad. La variante 
de la emisión está fuertemente usada, tanto 
como la del endeudamiento, y existe incerti-
dumbre sobre cuánto estirar la cuerda entre 
ingresos populares y ganancias en sus diversas 
formas de beneficio empresario o renta.

El temor de los intelectuales sistémicos es retro-
ceder al tiempo de la estanflación que Reagan 
combatió con reestructuración y ajustes estruc-
turales de los ingresos populares y una mayor ex-
plotación de la fuerza de trabajo. Por eso habrá 
que pensar en tensar la cuerda contra las ganan-
cias y a favor de los ingresos populares, para lo 
cual habrá que encarar transformaciones estruc-
turales que afecten la lógica de producción y re-
producción del capitalismo.

JULIO C. GAMBINA
Economista.

1	 “Estados Unidos pedirá en el G-20 armonizar el impuesto de 

sociedades a nivel global”, en: https://cincodias.elpais.com/

cincodias/2021/04/05/economia/1617625688_822481.html

2	 FED. “Resumen de las proyecciones económicas del 17 de 

marzo del 2021”, en: https://www.federalreserve.gov/mone-

tarypolicy/files/fomcprojtabl20210317.pdf

¿ES POSIBLE SEGUIR EL EJEMPLO 
ESTADOUNIDENSE?
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Dijimos: industrialización del litio sin el gran 

sistema capitalista internacional de empresas y 

finanzas. Y por tanto sin Estados Unidos.

Evo Morales

Las crisis presentan escenarios donde tanto las con-
diciones materiales como subjetivas son el caldo de 
cultivo para mantener el statu quo del sistema capi-

talista, o desarrollar soluciones contrahegemónicas. En-
tender la historia de la crisis climática que vive la Madre 
Tierra nos permite ejemplificar esto.

A partir del siglo XIX se comenzó a utilizar el carbón como 
fuente de energía a gran escala en Europa, esto para soste-
ner la expansión de la revolución industrial en esta región y 
su expansión colonial. Es recién a partir del siglo XX que el 
petróleo cobra importancia global, después de la Segunda 
Guerra Mundial Estados Unidos producía más del 60% y 
los intereses geopolíticos de control de los recursos ener-
géticos se hacen evidentes. Es así que el ensanchamien-
to del capitalismo, el uso de los combustibles fósiles y las 
consecuencias de la acumulación de gases de efecto inver-
nadero en la atmósfera son hechos indisociables (es a raíz 
de esto que se habla del “capitaloceno” o que se subraye 
que han sido unos pocos países centrales los históricos res-
ponsables de la degradación global).

Hoy, una humanidad expuesta desigualmente a los efectos 
devastadores del cambio climático y del capitalismo en sí, 
requiere un debate serio sobre las soluciones estructurales 
a esta crisis. Por un lado, están las “salidas” planteadas por 
un capitalismo verde, y en contrapropuesta la lucha ecoso-
cialista por la justicia ecológica con justicia social.

TRANSICIÓN ENERGÉTICA

El debate del cambio climático nos plantea el abandono 
de los combustibles fósiles y la transición hacia una ma-
triz energética basada en diferentes fuentes renovables 
como la energía hidráulica, geotérmica, solar, eólica, entre 
otras. Sin embargo, no existe una receta única y global 
para esta transición, al contrario, depende fundamental-

mente de las condiciones y capacidades de cada país, y 
claro, de los intereses geopolíticos de las grandes poten-
cias globales y la resistencia a los mismos.

¿Cuál es la relevancia de hablar de una transición energé-
tica desde Bolivia?

A partir del Proceso de Cambio el país ha venido desa-
rrollando la diversificación de la matriz energética me-
diante hidroeléctricas, termoeléctricas, plantas de ciclos 
combinados y energías alternativas. Resaltan las plantas 
solares en Cobija, Uyuni y Oruro, los parques eólicos de 
San Julián, El Dorado, Qollpana y Warnes, entre otros 
proyectos en desarrollo. Además del reciente proyecto 
de generación distribuida que, a partir de fuentes reno-
vables, democratiza el acceso a energía y garantizaría la 
cobertura eléctrica en todo el país. Sin embargo, el ele-
mento estratégico de esta transformación –no solo para 
Bolivia, sino como aporte a la transición energética glo-
bal– es la industrialización del litio.

EL LITIO COMO ELEMENTO EN DISPUTA

El litio resulta fundamental para los acumuladores de ener-
gía que alimentan los dispositivos eléctricos cotidianos y 
reservan la electricidad que producen las energías alterna-
tivas. Su importancia estratégica global hace que se mani-
fiesten una vez más las dinámicas centro-periferia del uso 
de los recursos naturales en general; donde los países del 
centro son los que consumen y los países de la periferia 
donde las grandes multinacionales hacen la explotación. El 
triángulo del litio entre Chile, Argentina y Bolivia contiene 
las reservas más grandes y de mejor calidad de litio 1, de 
más fácil explotación y mayor rentabilidad económica; par-
ticularmente nuestro país posee las mayores reservas de 
litio en salmueras en el mundo, en el Salar de Uyuni.

Al inicio del siglo XXI se han disparado las pretensiones 
de capitales globales de asentarse sobre la materia prima 
regional, una Región ya de interés geopolítico para el ca-
pital estadounidense.

Además, en este sentido, un elemento importante a con-
siderar son las diferencias entre las políticas económicas 
sobre los recursos evaporíticos en Argentina y Chile, en 

que predominan los intereses foráneos representados por 
las empresas multinacionales que explotan el recurso, y el 
proyecto boliviano –interrumpido por el golpe de Estado 
de 2019–, donde es el Estado el que controla de manera 
soberana el recurso, su explotación y el destino de las re-
galías que su producción genera. Esto último ha caracte-
rizado el modelo económico boliviano –como propuesta 
contra el neoliberalismo–, que parte de la nacionalización 
de sus recursos e implementa políticas de redistribución 
de la riqueza a través de la inversión pública. Bajo estas 
condiciones podemos reflexionar, ¿cuán importante fue 
el rol del litio en el golpe de Estado en Bolivia? ¿Tras la re-
cuperación de la democracia ya garantizamos el control 
soberano de los recursos estratégicos?

El director del Instituto Tricontinental de Investigación 
Social, Vijay Prashad, mencionó lo siguiente: “Dentro del 
capitalismo, la transición hacia energías renovables ha 
requerido un golpe de Estado para apropiarse del litio”, 
hablando sobre las propuestas del Green New Deal, su de-
sarrollo bajo los intereses imperialistas y la reciente inte-
rrupción democrática en Bolivia.

Esta frase presenta un enfoque con el cual evaluar la pro-
paganda ambientalista de un sistema en decadencia que 
busca un rebranding verde. Donde para hablar de transición 
energética se ofrecen soluciones basadas en el mercado, 
que no confrontan el control de las corporaciones sobre los 
recursos energéticos, la infraestructura y los propios mer-
cados. Donde para hablar de sostenibilidad ambiental no se 
cuestiona la desigualdad de responsabilidades histórica ni el 
intervencionismo colonial cargado de violencia y sumisión.

La propuesta ecosocialista la estamos construyendo des-
de las periferias, desde los territorios y las luchas con-
trahegemónicas hacia un horizonte de justicia y armonía 
con la Madre Tierra.

CAMILA UGALDE SORIA G.
Bióloga ecosocialista, militante de La Resistencia Bolivia.

1	 “A Battle for supremacy in the lithium triangle”, en:

	 https://www.economist.com/the-americas/2017/06/15/a-battle-for-

	 supremacy-in-the-lithium-triangle

TRANSICIÓN ENERGÉTICA CON 
JUSTICIA Y SOBERANÍA
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La figura del feminicidio, como tipo penal, 
es reconocida en la Ley 348, como “la ac-
ción de extrema violencia que viola el de-

recho fundamental a la vida y causa la muerte 
de la mujer por el hecho de serlo”. Es decir, 
que nos matan por ser mujeres. Según datos 
oficiales, se han contado 32 feminicidios en lo 
que va del año.

La violencia hacia las mujeres es estructural 
al sistema patriarcal, se da en todos los ámbi-
tos de la vida, y el feminicidio es la forma más 
extrema de opresión hacia las mujeres. Tiene 
como herramientas el machismo, las relacio-
nes de propiedad privada y de poder que se 
ejercen sobre nuestros cuerpos.

Los feminicidios, la violencia, la opresión, los 
casos de violencia intrafamiliar y en las rela-
ciones de pareja, no son casos aislados, no 
estamos hablando de la típica explicación psi-
cológica sobre psicópatas, ya que estas lectu-
ras de las situaciones de violencia y opresión 
terminan muchas veces cayendo en dos erro-
res: primero, la culpabilización de la víctima; y 
segundo, la invisibilización de que la violencia 
y opresión hacia las mujeres es resultado de 
los efectos del sistema patriarcal, que además 
se reproduce por medio de la comunicación, la 
educación, las prácticas sociales y la naturali-
zación de las violencia.

Muchas veces, cuando una mujer se anima a de-
nunciar la violencia que ha sufrido se encuen-
tra con un policía o funcionario público de los 
Servicios Legales Integrales Municipales que 
le pregunta: “¿Qué habrás hecho tú para que 
tu pareja te pegue?”, “¿estabas borracha cuan-
do tuviste relaciones con él?”. Nos invaden los 
sentimientos de impotencia al tratar de justifi-
car que no importa cómo estábamos vestidas 
o cuánto habíamos tomado, pues, en una si-
tuación así, ningún hombre tiene derecho so-
bre nuestros cuerpos; pero igual se justifica el 
accionar del hombre, culpabilizando a la mujer.

El mismo papel cumplen los medios de comu-
nicación. Generalmente y apelando al morbo 
de su audiencia cuentan que “el hombre, había 
encontrado a su mujer con otro, inmediata-
mente lo consumió la ira y apuñaló 100 veces”. 
Si tomamos por ejemplo el último caso de fe-
minicidio, muy mediatizado, podemos encon-
trar claramente estos elementos. Marcelino 
Martinez apuñaló a su expareja Wilma, lo hizo 
a plena luz del día, en un espacio público y 
bastante transitado, como lo es un supermer-
cado. Las redes sociales y los medios de co-
municación se plagaron de una fotografía del 
feminicida con la polera ensangrentada y con 
un derrame en el ojo izquierdo, una imagen 
hollywoodense de algún personaje extraído 
de una película de terror, donde el psicópata 
persigue a toda su familia con un hacha por la 
casa ya sea poseído por “el Diablo” o simple-
mente porque “perdió la cabeza”. Una imagen 
terrorífica de un hombre violento que, según 
el nivel de morbo y encubrimiento casi imper-
ceptible del machismo de algunos medios de 
comunicación, contaban que no había supera-
do la ruptura, y hasta que Wilma ya estaba con 
otro. ¡Cómo si no tuviéramos derecho a decir 
que No o rehacer nuestras vidas!

Es contraproducente pensar que son “locos” o 
“psicópatas”, estos hechos de feminicidio, es-
tos delitos públicos, son producto del sistema 
patriarcal, es la forma en cómo el sistema, a 
través de sus cómplices e incluso sus operado-

NO SON PSICÓPATAS,
SON PRODUCTO DEL 
PATRIARCADO
res, adiestra y escarmienta a las mujeres. Es el 
producto de la concreción de las relaciones de 
dominio, control y opresión sobre la vida mis-
ma de las mujeres, hasta el extremo de llegar a 
matarlas por el solo hecho de ser mujer.

No importa cuál sea la historia, siempre nos 
ven como las “locas” que no supieron “identi-
ficar” a un psicópata o, por el contrario, que 
el hombre era tan bueno con las otras perso-
nas que sería incapaz de hacer algo malo, y es 
donde entran en cuestión esos perfiles, por-
que para muchas y muchos es difícil creer que 
su hermano, amigo, familiar, es un violador, un 
feminicida o un violento. Porque entramos 
en la dicotomía y juego del sistema, donde el 
hombre tiene que ser ese personaje psicópata, 
que se le nota hasta en los ojos, como para 
“identificarlo”; nadie ve, por ejemplo, a su hijo 
reflejado en la foto de Marcelino.

Sin embargo, acabó con la vida de su expa-
reja, puso a la sociedad a juzgar si la víctima 
“se lo merecía o no”. Por eso, es importante 
identificar que el patriarcado es el culpable de 
la opresión, la violencia y de su más extrema 
expresión, el feminicidio. No es que todos los 
hombres están locos, tampoco son psicópa-
tas, no están poseídos ni perdieron la cabeza. 
El problema es que el sistema durante la histo-
ria les enseñó que son dueños de nosotras, de 
nuestros cuerpos y nuestras decisiones. 
Les enseñó que mientras más culpabi-
lizan a las mujeres y más las menos-
precian, serán más absueltos por sus 
acciones.

Existe una sensación un poco gene-
ralizada de que estamos en pe-
ligro constante, ya ni podemos 
ir al ginecólogo sin correr algún 
riesgo de ser ultrajadas. Lo peor 
de todo es que, con el 
paso del tiempo y la visi-
bilización y denuncia de 
las mujeres, la violencia 
hacia nosotras y la saña 
de los feminicidios au-
menta, ya no nos matan 
con una acuchillada, nos 
apuñalan cientos de veces, nos 
mutilan, nos calcinan y hasta nos 
violan muertas. El problema es que 
el sistema ya no soporta ver que 
no callamos y mucho menos que le 
digamos que No; al patriarcado le 
desespera saber que ya no tiene el 
control sobre nosotras y sobre nues-
tros cuerpos.

A todo esto, nos preguntamos: ¿Dón-
de estaba la Policía? ¿Dónde está el 
Estado? La respuesta es simple, los 
administradores de Justicia, policías y 
jueces, son parte de esa sociedad patriar-
cal, nacieron y crecieron en esta socie-
dad machista y, por ende, reproducen 
las opresiones. ¿De qué sirve que tenga-

mos una Ley 348 si después de una denuncia 
por violencia debemos seguir viviendo con 
nuestro agresor o, posterior a una sentencia 
judicial de 30 años, le dan a un feminicida de-
tención domiciliaria?

La despatriarcalización del Estado y la sociedad 
es el único camino para romper con la impuni-
dad y, sobre todo, para acabar con las causas 
que llevan a los hombres a matarnos. También 
pensar en la sociedad con nuestra utopía de 
comunidad y cuidar a nuestras hermanas, cui-
darnos entre nosotras, organizarnos en los ba-
rrios para protegernos, para denunciar y acom-
pañarnos. El Estado nos puede dar leyes pero 
si no despatriarcalizamos la sociedad no sirve 
de nada, pues los administradores de justicia 
seguirán culpándonos y la sociedad juzgándo-
nos por la violencia estructural que el mismo 
sistema ejerce sobre nuestros cuerpos y poste-
riormente sobre el resto de la sociedad.

MAYA VERAZAIN Y AMÉRICA MACEDA
Feministas Comunitarias del Abya Yala.

*	 Ilustracion: Camila de la fuente.
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LA IMPOSIBLE REGULACIÓN

El primer comunicado de la Coordinadora de 
Defensa del Agua y de la Vida de Cochabamba 
decía: “Hemos sufrido un gran robo, cuando 
no somos propietarios de nada” (diciembre de 
1999).

En esta frase, contradictoria, sarcástica, se 
encierra una posibilidad de pensar lo común, 
pues lo que estaba en combate era el agua, 
que había sido privatizada y que antes era un 
bien común.

Lo común es lo que no puede pertenecer a al-
guien, en tanto no es propiedad, pero sí puede 
ser apropiada, lo cual permite pensar que se 
trata de un robo.

Cuando en el proceso constituyente boliviano 
(2006-2009) se presenta la noción de lo co-
mún, de lo comunitario, se sucede un fenóme-
no muy interesante. El lenguaje jurídico que 
pretendía aprehender el fenómeno constitu-
yente no podía dar cuenta de esta noción. Y 
no se trata de que “el Derecho” no la hubiera 
pensado, lo había hecho como aquello que no 
iba a regular.

La denominada res communes o cosa común, 
era aquello que no fundaba propiedad, ni pri-
vada ni estatal. Es decir, no es regulada ni por 
el Derecho Privado ni por el Derecho Público, 
los dos limbos sobre los que se construye tan-
to el Derecho Occidental como la Teoría del 
Estado.

Como señala Marie-Alice Chardeux: “En el De-
recho romano, la categoría de la res communes 
comprendía el aire, el agua corriente, el mar y la 
orilla del mar”, y es que tampoco se trata de un 
bien sin dueño, sino que se trata de un bien no 
aprehensible.

Un bien sin dueño puede convertirse en pro-
piedad del primero que lo reclame, en cambio 
un bien común simplemente no puede ser pro-
piedad en tanto su uso es común a todos. En 
este sentido, lo común termina siendo tratado 
por “el Derecho” como un bien extra patrimo-
nial, dando la pauta para que el bien común 
ingrese a la reflexión teológica. No olvidemos 
que la doctrina social de la Iglesia hace del 
bien común su estandarte, siguiendo la re-
flexión tomista.

Desde Cicerón, San Agustín a Santo Tomás, el 
bien común se convierte en una reflexión teo-
lógica. Estado e Iglesia se disputarán el mono-
polio de su tratamiento. Hay una correspon-
dencia más que interesante entre la ley divina 
y la tesis de la soberanía terrestre.

El proceso constituyente boliviano exigía re-
pensar la categoría de lo común, lo comuni-
tario, sin embargo, ni el Derecho ni el Estado 
occidental han sido construidos para pensar o 
aprehender lo comunitario. Necesariamente lo 
comunitario ingresaría de una manera comple-
ja a afectar las nociones clásicas de Derecho y 
de Estado. A esta manera de afectar la teoría 
del Derecho y del Estado la hemos denomina-
do una “nueva condición de estatalidad”.

Lo comunitario estaría más cerca de la gestión 
de apropiación que realiza una comunidad 
sobre algún bien. El bien común entonces no 
es público, no es privado, sino es ante todo el 
resultado singular de una gestión del común.

El hecho de que la Constitución Política del Es-
tado (CPE) garantice la propiedad comunitaria 
podría significar que la garantiza como gestión 
de la comunidad frente a los privados y frente al 
mismo Estado. Pensar lo común, en consecuen-
cia, exige una praxis de observar las maneras fác-
ticas mediante las cuales una gestión comunita-
ria piensa lo común.

LA COMMUNITAS EN LA REFLEXIÓN 
DE ROBERTO ESPÓSITO

Communitas es el título de un hermoso libro del 
filósofo italiano Roberto Espósito. Es en sí, parte 
de una trilogía que comprende: Communitas, In-
munitas y Bios.

Communitas presenta la idea de que comuni-
dad supone un conjunto de personas unidas 
no por una propiedad compartida, como lo 
piensan muchos autores comunitaristas, sino 
por una ausencia compartida, por una falta 
que constituye a la comunidad. No es casual 
que el italiano Espósito en su trabajo filológi-
co sobre el origen del término communitas lo 
refiera bajo el subtítulo “Communitas: nada en 
común”.

“Cum” es un vínculo y “munus” es la materia 
o efecto del don mismo, nos señala Espósi-
to. “Cum munus” supone un estar vinculado al 
“munus”, al “don”. La tesis central de Espósito 
es la siguiente: “Communitas es el conjunto de 
personas a las que las une, no una propiedad, 
sino justamente un deber o una deuda. Con-
junto de personas unidas no por un más sino 
por un menos, una falta, un límite que se con-
figura como gravamen, o incluso una modali-
dad carencial, para quien está afectado, a dife-
rencia de aquel que está exento o eximido”. El 
exento, el eximido no es otro que el inmune.

En otros términos, la comunidad expropia al indi-
viduo su subjetividad. En este sentido podemos 
decir que una comunidad de comunidades, una 
comunidad por ejemplo plurinacional, despoja a 
las comunidades su ambición de imponer a otras 
comunidades sus determinaciones y en todo 
caso avanza a crear una nueva comunidad. 
Una comunidad de comunidades debe ca-
racterizarse por su condición producida, in-
ventada, de necesidad histórica y política, es 
decir, de concreción política construida por 
necesidades y determinaciones históricas. 
Esta comunidad de comunidades no sería una 
síntesis, tampoco supondría la construcción 
de una comunidad que elimine a las comuni-
dades que la constituyen, es, si se desea una ca-
racterización, “una comunidad sin comunidad”, 
que descentra la posibilidad de ser “una” comu-
nidad realizada de manera finalista.

Justamente lo que caracteriza a la comunidad 
producida o creada es que no repite la comu-
nidad de ninguno de sus miembros/actores, es 
una comunidad sin comunidad.

Es necesario reparar en la condición plural y 
política de esta comunidad de comunidades 
(o comunidad sin comunidad), puesto que 
sería una comunidad social –o natural– se co-
rre el riesgo de eliminar la diversidad de las 
comunidades y reprisar el predominio de una 
comunidad sobre las otras. Por ello la comuni-
dad de comunidades presupone la existencia 
previa de las otras comunidades que no pier-
den su ser comunidad.

Communitas, el primer libro de esta trilogía de 
Espósito, se constituye en una lectura indis-
pensable para pensar la comunidad y “lo co-
mún”, con argumentos mucho más ricos que 
las propuestas comunitaristas como las de 
Taylor, McIntyre o Sandel.

FARIT LIMBERT ROJAS TUDELA
Profesor de la Facultad de Derecho y                     

Ciencias Políticas de la UMSA.

LO COMÚN
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Nunca nos acostumbraremos a recibir la noticia de 
que un amigo murió y menos aún cuando se trata 
de un querido compañero, cuya conducta se carac-

terizaba por su solidaridad, su condición humana hones-
ta, revolucionaria y fidelista, y se ganaba el aprecio de sus 
compañeros, amigos, vecinos y personas que le rodeaban.

El fallecimiento, este 1 de abril, de Néstor León Sobral, 
“Ibrahim”, seudónimo con el que fue bautizado y se cono-
ció, cuando en el año 1966 ingresó en el Departamento 
M del Ministerio del Interior (Minint), nos ha no solo sor-
prendido, sino que también golpeado, por esa impronta 
que le caracterizaba.

Dentro del Departamento M, en la Dirección General de Li-
beración Nacional del Minint y luego en el Departamento 
América del Comité Central del Partido Comunista de Cuba 
(PCC), desempeñó diversas responsabilidades y cumplió mi-
siones diplomáticas en Chile, cuando gobernaba el presiden-
te Salvador Allende, y en la Nicaragua sandinista.

Ibrahim jugó un papel importante al formar parte del equi-
po que manejó la crisis con el gobierno de Perú en 1980, 
en lo que luego se conoció como la crisis del Mariel. Ese 
mismo año fue trasladado para atender el trabajo con los 
salvadoreños y designado jefe del equipo de tres funciona-

rios, Igor, Manuel y el autor de este artículo, en la atención 
del conflicto armado salvadoreño y surgimiento del Frente 
Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN).

Con dedicada atención cumplió un papel clave en torno 
a promover y consolidar la unidad de dichas fuerzas insur-
gentes y cumplir las orientaciones de Fidel y Piñeiro, sin 
inmiscuirnos en sus asuntos internos, procurar la unidad de 
las fuerzas con un trabajo paciente y convencimiento; así 
era el jefecito, como le decíamos.

Desde el año 1980 y hasta el 1986, se mantuvo atendiendo 
las relaciones con El Salvador y se ganó el afecto y cariño 
de sus líderes, especialmente de Schafik Hándal, Leonel y 
otros comandantes guerrilleros, pero también de líderes 
políticos provenientes de partidos y organizaciones pro-
gresistas y democráticas salvadoreñas y no solo armadas.

En 1986 fue nombrado Consejero Político en Nicaragua, 
hasta que más tarde y durante la década del 2000 se des-
empeñó como jefe de la sección que atendía el trabajo con 
Perú, Bolivia y Chile, con este último país cultivó impor-
tantes relaciones con todo el espectro político y gozó de 
gran prestigio. Fue designado jefe de sección, en 2007, para 
atender Venezuela, Colombia y Ecuador, hasta la obligada 
jubilación en 2010.

En el orden personal, Ibrahim tenía una especial y distin-
guida relación con su familia, pero su hermana Sonia era su 
imprescindible amor de hermanos, al igual que sus sobrinos 
y su querida madre. Recuerdo que a ellos les dedicaba to-
dos los domingos, y se deleitaba con los almuerzos que su 
hermana le ofrecía y de ellos nos daba cuenta.

En distintos momentos presencié su carácter solidario no 
solo con sus amigos y conocidos, incluso con personas que 
se le acercaban a pedirle ayuda y luego de verificar la si-
tuación de la persona, procuraba apoyarlos. En política era 
un convencido del internacionalismo y de su condición de 
comunista y, tal como ya señalé, un cumplidor de ese pen-
samiento de Fidel, el Che y Piñeiro.

Así mismo era con sus amigos y compañeros, no era per-
fecto, pero era un excelente ser humano, sus caprichos y 
debates los hacía con mucha honestidad y así lo sentíamos, 
aunque en ocasiones no llevaba la razón, pero se mantenía 
siempre firme en sus posiciones, es por eso que todos y 
cada uno de sus compañeros sentimos el dolor, cuando un 
amigo se va.

TONY LÓPEZ R.
Periodista, politólogo y analista internacional.

CUBA: CUANDO UN AMIGO SE VA
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